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Consejo de Derechos Humanos 
Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal 

48º período de sesiones 

Ginebra, 20 a 31 de enero de 2025 

  Resumen de las comunicaciones de las partes interesadas 
sobre Egipto* 

  Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal1. Constituye un resumen de las comunicaciones de 82 partes interesadas2 para el 

examen periódico universal, presentadas de forma resumida debido a las restricciones 

relativas al número de palabras. Se incluye una sección separada para las contribuciones de 

la institución nacional de derechos humanos acreditada en plena conformidad con los 

Principios de París. 

 II. Información proporcionada por la institución nacional 
de derechos humanos acreditada en plena conformidad 
con los Principios de París 

2. El Consejo Nacional de Derechos Humanos señaló que Egipto había comenzado a 

aplicar su primera estrategia nacional de derechos humanos y había creado un Comité 

Supremo Permanente de Derechos Humanos. También destacó las mejoras que se habían 

producido en el marco legislativo nacional con el fin de defender los derechos humanos3. 

3. El Consejo Nacional de Derechos Humanos recomendó que se creara una comisión 

independiente dedicada a combatir la discriminación con el fin de aplicar las disposiciones 

recogidas en el artículo 53 de la Constitución. Instó asimismo a que las deliberaciones en el 

seno de la Cámara de Representantes desembocaran en una modificación del Código de 

Procedimiento Penal que permitiera tener en cuenta y mitigar los impedimentos sustanciales 

que se interponían al cumplimiento efectivo de los derechos humanos4. 

4. El Consejo Nacional de Derechos Humanos pidió que se promulgara legislación 

complementaria a la Constitución a fin de esclarecer conceptos indefinidos en relación con 

la lucha antiterrorista, entre otros. Aconsejó asimismo que se realizara un examen exhaustivo 

de las definiciones jurídicas relativas al delito de tortura. Además, pese a que en la estrategia 

nacional se procuraba tratar todas las formas de tortura, recomendó adoptar un enfoque 

integral para tratar las denuncias y los casos de tortura. Recomendó a Egipto que volviera a 
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evaluar la aplicación de la pena de muerte para ajustarse a lo dispuesto en los acuerdos 

internacionales que había ratificado5. 

5. El Consejo Nacional de Derechos Humanos recomendó a Egipto que modernizara el 

sistema tecnológico, mejorara la conectividad electrónica y perfeccionara las competencias 

de las partes interesadas correspondientes con el fin de evitar la prolongación de los juicios 

y reducir al mínimo las restricciones a la comunicación de los acusados con los tribunales 

judiciales. Recomendó asimismo al Gobierno que aumentara el número de jueces de modo 

que se garantizara un acceso rápido y efectivo a la justicia. Además, recomendó a Egipto 

promover una mayor conciencia pública acerca de la cultura jurídica relativa a los derechos 

de los ciudadanos durante los procedimientos judiciales y promulgar leyes que reglamentaran 

la protección de testigos y denunciantes de irregularidades6. 

6. El Consejo Nacional de Derechos Humanos señaló que, a pesar de que la Constitución 

de 2014 garantizaba la libertad de pensamiento y opinión, proponía promulgar una ley 

nacional relativa a la libertad de acceso a la información con el objetivo de mejorar el marco 

institucional para abordar los derechos humanos7. 

7. El Consejo Nacional de Derechos Humanos recomendó abordar los problemas que 

planteaba el enjuiciamiento en los casos de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes a 

fin de garantizar la aplicación efectiva de la legislación contra la trata y reforzar las medidas 

de protección de las víctimas, especialmente de las mujeres y los niños8. 

8. El Consejo Nacional de Derechos Humanos pidió que se agilizara la plena aplicación 

de la Ley del Sistema Universal de Atención de la Salud núm. 2/2018, de modo que la 

prestación de servicios de salud beneficiase a todas las personas9. 

9. El Consejo Nacional de Derechos Humanos señaló que la educación seguía siendo el 

mayor reto para la plena efectividad de los derechos humanos de las familias más vulnerables. 

Observó la reticencia de algunas familias pobres para matricular a sus hijos en la educación, 

empujándolos en vez de ello a entrar en el mercado laboral. Recomendó ampliar el número 

de escuelas, reducir el hacinamiento en las aulas y esforzarse por erradicar el analfabetismo, 

así como redactar una nueva Ley de la Infancia10. 

10. El Consejo Nacional de Derechos Humanos observó que Egipto se enfrentaba a graves 

problemas financieros, a saber, una deuda pública considerable y déficits presupuestarios 

recurrentes, lo que dificultaba la asignación de los recursos financieros necesarios para 

estimular la economía y salvaguardar a las poblaciones vulnerables. 

11. El Consejo Nacional de Derechos Humanos recomendó a Egipto que reforzara la 

colaboración para mitigar los efectos del cambio climático y concienciara a la población 

explorando otras vías encaminadas a reducir la contaminación ambiental11. 

12. El Consejo Nacional de Derechos Humanos señaló que las mujeres egipcias habían 

alcanzado un nivel de derechos sin precedentes en el ámbito público, y que todos los sectores 

públicos ya resultaban accesibles a las mujeres, sin discriminación alguna. Recomendó 

aumentar la asignación de becas educativas internacionales para las mujeres, combatir la 

práctica de la mutilación genital femenina y aplicar medidas para combatir la violencia contra 

las mujeres12. 

13. El Consejo Nacional de Derechos Humanos apreció la representación de los jóvenes 

en el Movimiento de Gobernadores de 2019 y recomendó mejorar tal representación en todos 

los sectores, así como aumentarla en las siguientes elecciones a los consejos locales13. 

14. El Consejo Nacional de Derechos Humanos también recomendó hacer cumplir las 

disposiciones de la Ley de Derechos de las Personas con Discapacidad núm. 10/2018, 

incluida la agilización del acceso a la tarjeta de servicios integrados necesaria para disfrutar 

de los derechos especificados en la ley. Abogó por mejorar la accesibilidad física y 

tecnológica en edificios gubernamentales y espacios públicos14. 

15. El Consejo Nacional de Derechos Humanos observó que se había producido un 

aumento significativo de la población de refugiados en Egipto, que ascendía en ese momento 

a unas 600.000 personas, debido principalmente a la escalada de los conflictos armados en 

los países vecinos. Recomendó realizar una auditoría de la población refugiada en todo el 
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país y aplicar medidas que permitieran diferenciar entre refugiados y migrantes, así como 

registrarlos y documentar su situación de residencia15. 

 III. Información proporcionada por otras partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales16 y cooperación 

con los mecanismos de derechos humanos 

16. En la comunicación conjunta 33 (JS33) se recomendó a Egipto que ratificara la 

Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares. SHR y HRM recomendaron a Egipto que retirara las reservas 

formuladas a la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

contra la Mujer17. En varias comunicaciones se recomendó ratificar la Convención 

Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas18. 

Varias partes interesadas recomendaron adherir al Segundo Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a abolir la pena de muerte19. Otras 

partes interesadas recomendaron adherir al Protocolo Facultativo de la Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes20. En la JS33 y la JS8 se 

recomendó adherir al Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer, al Protocolo Facultativo del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, al Protocolo Facultativo de la 

Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones y 

al Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad21. TOHR y la JS13 también recomendaron al Gobierno que aceptara la 

competencia del Comité contra la Desaparición Forzada en virtud del artículo 31 de la 

Convención22. CFJ instó a Egipto a ratificar los seis convenios restantes de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT)23, a saber, los convenios núm. 187, 155, 156, 175, 183 y 189. 

Además, NWF recomendó ratificar el Convenio núm. 190 de la OIT24. 

17. La Campaña Internacional para Abolir las Armas Nucleares (ICAN) instó a Egipto a 

firmar y ratificar el Tratado sobre la Prohibición de las Armas Nucleares, como cuestión de 

urgencia internacional. NHRO recomendó a Egipto adherir al Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional25. 

18. Varias partes interesadas recomendaron a Egipto que cooperara con los mecanismos 

regionales e internacionales de derechos humanos y cursara una invitación permanente a los 

procedimientos especiales, incluida la Relatora Especial sobre la Tortura, para que visitaran 

el país26. MAAT también recomendó a Egipto que aumentara su interacción con los 

mecanismos internacionales de derechos humanos y considerara la posibilidad de acoger una 

oficina regional del Alto Comisionado para los Derechos Humanos27. 

 B. Marco nacional de derechos humanos 

19. Amnistía Internacional señaló que la actuación del Consejo Nacional de Derechos 

Humanos se dirigía más a la defensa del historial de derechos humanos de Egipto que a 

ocuparse de las violaciones. Manifestó asimismo que, como sus miembros eran nombrados 

por el Gobierno, no había podido realizar visitas sin previo aviso y sin obstáculos a las 

prisiones y otros centros de detención28. 

20. Las partes interesadas recomendaron a Egipto que estableciera un mecanismo 

nacional independiente de prevención para vigilar e inspeccionar los lugares de detención29. 

 1. Marco constitucional y legislativo 

21. En la JS1 se señaló que Egipto había promulgado o modificado leyes con el fin de 

incorporar ciertas disposiciones excepcionales de la Ley de Emergencia en leyes ordinarias, 

lo que convertía la derogación del estado de emergencia en una mera formalidad. Se 

recomendó a Egipto revisar todas las leyes por las que los efectos de la Ley del Estado de 
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Emergencia se incorporaban a la legislación ordinaria, en particular las modificaciones más 

recientes30. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

22. En la JS2 se observó que la Estrategia Nacional de Derechos Humanos representaba 

la voluntad política del Estado egipcio de defender la dignidad de los ciudadanos31. Se 

recomendó a Egipto que anunciara el plan ejecutivo de la estrategia, incluyendo un 

calendario, detalles de aplicación, costos e indicadores para medir los avances32. El-Hak y la 

JS32 recomendaron fomentar las consultas nacionales con la sociedad civil, el sector privado 

y otras organizaciones centradas en la seguridad, la estabilidad, el desarrollo sostenible y el 

cuidado del medio ambiente33. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos  

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de derechos 

humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional humanitario aplicable 

23. HRW señaló que, en abril de 2022, el Presidente al-Sisi había anunciado el fin de las 

operaciones militares en Sinaí Norte contra el grupo armado extremista local y filial del 

Estado Islámico. Sin embargo, informó de vídeos filmados entre julio y agosto que mostraban 

ejecuciones extrajudiciales de hombres encadenados o heridos a manos de milicias afiliadas 

al ejército34. Minority Rights Group International (MRG) y la JS23 señalaron que se habían 

producido 386 ataques contra instalaciones educativas y demolido 73 escuelas en la provincia 

entre 2013 y 202335. Recomendaron detener las demoliciones abusivas de viviendas y los 

desalojos forzosos en Sinaí Norte36. 

  Igualdad y no discriminación 

24. La JS32 y JPTi señalaron que la Constitución afirmaba la igualdad sin discriminación 

por motivos de religión, origen étnico, secta, género o posición social, e instaron a redoblar 

los esfuerzos para combatir la discriminación y apoyar a los grupos minoritarios37. Las partes 

interesadas observaron que en las sesiones de diálogo nacional convocadas por el Presidente 

se había propuesto crear una comisión independiente de lucha contra la discriminación, y 

recomendaron incluir esa iniciativa en la agenda legislativa del Parlamento, hacerla cumplir 

y proporcionar recursos a las víctimas38. 

25. Las partes interesadas recomendaron difundir la cultura de los derechos humanos y la 

tolerancia en escuelas, ministerios y diversas instituciones39. Junto con otras partes 

interesadas, sugirieron preparar un plan para elaborar un programa educativo sobre derechos 

humanos aplicable a todos los niveles educativos, y ofrecer capacitación a los funcionarios 

públicos40. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona, y a no ser sometido 

a tortura 

26. JHR y la Organización Egipcia de Derechos Humanos señalaron que la pena capital 

seguía atentando contra el derecho a la vida, y que no se habían tomado medidas positivas 

para reducir dichas penas41. En la JS23, la JS26 y la JS29 se observó la existencia de más de 

100 delitos punibles con la pena de muerte42. Las partes interesadas recomendaron la 

abolición total de la pena de muerte, especialmente en el caso de los niños, e instaron a 

establecer una moratoria y a la divulgación pública de los datos sobre los condenados a 

muerte43. En caso de que no resultara posible la abolición, las partes interesadas 

recomendaron revisar la legislación sobre la pena capital, circunscribir su alcance y dejar de 

imponerla en casos políticos y de opinión44. 

27. HRM, TOHR y la JS27 afirmaron que las desapariciones forzadas eran un problema 

de larga data, que suponía el arresto, la detención o el secuestro de personas por parte de 

autoridades estatales que se negaban a revelar su suerte o paradero45. Las partes interesadas 

señalaron que los activistas políticos, los periodistas, los defensores de los derechos humanos 

y las minorías, incluidas las personas LGBTQ+ y las minorías religiosas o étnicas, se veían 
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afectados de forma desproporcionada por esas prácticas, y recomendaron abandonarlas46. 

Recomendaron tipificar como delito las desapariciones forzadas y garantizar el registro de 

los detenidos y su acceso a asistencia letrada47. Recomendaron a Egipto, asimismo, que 

investigara las desapariciones forzadas, las torturas y otros malos tratos, así como las muertes 

ilícitas, y que hiciera rendir cuentas a los autores de tales actos mediante juicios imparciales 

y les impusiera penas acordes a la gravedad de los delitos cometidos48. 

28. Las partes interesadas observaron que, desde el último EPU de Egipto, no se habían 

adoptado medidas para modificar la definición de tortura en el Código Penal ni para 

establecer un órgano de investigación independiente49. Recomendaron alinear la definición 

de tortura con la que figuraba en la Convención contra la Tortura50. HRW, EFHR y la JS22 

recomendaron erradicar esas prácticas y garantizar el acceso de los detenidos a atención 

médica51. CIVAR PSD, la JS21, la JS26 y la JS28 recomendaron reparaciones efectivas, 

oportunas y adecuadas para los supervivientes y sus familias52. 

29. EIPR, CIVAR PSD, la Organización Egipcia de Derechos Humanos, la JS1 y la JS6 

observaron que los centros de detención seguían siendo inadecuados e inhumanos, y que los 

presos sufrían hacinamiento, malos tratos, negligencia médica deliberada y reclusión en 

régimen de aislamiento53. La JS1 y AC señalaron que el número de reclusos en régimen de 

aislamiento había aumentado y superaba en ocasiones el límite de 30 días estipulado por 

ley54. CIVAR PSD y ERF recomendaron mejorar las condiciones en los centros de detención, 

ocuparse del problema del hacinamiento y garantizar instalaciones adecuadas para evitar las 

muertes en reclusión55. EFHR, la JS1 y la JS6 recomendaron a Egipto que proporcionara 

alimentos adecuados, agua limpia, suministros de higiene personal y mejores servicios 

sanitarios56. 

30. La Organización Árabe de Derechos Humanos y la JS1 recomendaron forjar alianzas 

más estrechas con las ONG a fin de supervisar las reformas en los centros de privación de 

libertad y, además, ofrecer protección a los denunciantes de irregularidades, ampliar la 

aplicación de los indultos condicionales y dar prioridad a los reclusos de edad y a aquellos 

con enfermedades crónicas57. HRW, la JS1, la JS6 y la JS10 recomendaron que las visitas a 

los establecimientos penitenciarios se ajustaran a la normativa, permitiendo visitas regulares 

de familiares y abogados58. EFHR recomendó velar por que las investigaciones sobre las 

muertes ilícitas de detenidos y reclusos fuesen efectivas, independientes e imparciales59. En 

la JS1 y la JS8 se recomendó a la Fiscalía que investigara las denuncias de los reclusos y que 

se transfiriera la supervisión de todos los centros penitenciarios a un organismo neutral e 

independiente60. 

  Derechos humanos y lucha contra el terrorismo 

31. LDSF y la JS3 afirmaron que la Ley núm. 94/2015 y la Ley núm. 8/2015 permitían la 

vigilancia, las prohibiciones de viajar, la congelación de activos y la designación de personas 

y organizaciones como terroristas61. Las partes interesadas señalaron la ampliación de la 

definición de “terroristas” y “entidades terroristas” haciendo referencia vagamente a 

conceptos como la “alteración del orden público” y “poner en peligro la seguridad de la 

sociedad”62. Recomendaron revisar tales definiciones de modo que se ajustaran a las normas 

internacionales63. Las partes interesadas denunciaron, además, la inclusión de defensores de 

los derechos humanos en listas de terroristas y recomendaron que se retiraran sus nombres, 

se revisaran los casos de delitos relacionados con el terrorismo y se liberara a los presos 

políticos64. 

32. Cairo Institute for Human Rights Studies (CIHRS), SHR, el Arab Centre for the 

Independence of the Judiciary and the Legal Profession y la JS21 recomendaron abolir los 

tribunales de circuito sobre terrorismo y los tribunales excepcionales, como los tribunales 

supremos de seguridad de emergencia del Estado65. LDSF recomendó a Egipto que dejara de 

emplear medidas antiterroristas como pretexto para atacar a activistas tanto en el ámbito 

nacional como en el internacional66. 
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  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad, y estado 

de derecho 

33. El Arab Centre for the Independence of the Judiciary and the Legal Profession señaló 

que la independencia del poder judicial adolecía de problemas legislativos y reglamentarios 

que afectaban al alcance de tal independencia, a nivel institucional e individual. Recomendó 

a Egipto que cesara la intervención del poder ejecutivo en los procesos de selección y 

nombramiento de los miembros de la Fiscalía67. 

34. En la JS18 se recomendó derogar la Ley de Autoridades Judiciales y cualquier otra 

legislación conexa que autorizara al Presidente a seleccionar a los directores de las 

instituciones judiciales68. ACSFT recomendó crear un comité para prevenir la corrupción y 

hacer cumplir la Ley núm. 106/2013 sobre los conflictos de intereses entre funcionarios del 

Estado69. 

35. En la JS5 y la JS18 se observó que se estaban utilizando tribunales militares para 

juzgar a civiles, lo que privaba a las personas de las garantías que ofrecían los tribunales 

ordinarios70. Las partes interesadas recomendaron restringir los tribunales militares a los 

delitos militares71. El CIHRS, JHR, la JS1, la JS8, la JS12 y la JS24 recomendaron poner fin 

a los procesos contra acusados remitidos a tribunales de excepción durante el estado de 

emergencia, y transferir su resolución a los tribunales ordinarios72. Las partes interesadas 

recomendaron que se mantuvieran las garantías judiciales mínimas del derecho a un juicio 

imparcial, la igualdad de medios procesales y el derecho a la defensa de los abogados, incluso 

en los casos de pena de muerte73. 

36. La Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP), EIPR, la 

JS22 y la JS29 observaron que la detención preventiva se había convertido en una medida 

punitiva contra disidentes, defensores de los derechos humanos y periodistas, y que las 

autoridades prolongaban la detención mediante “rotación”74. Las partes interesadas afirmaron 

que tal práctica implicaba volver a detener a reclusos que fueran a cumplir el período máximo 

de prisión preventiva acogiéndose a nuevos casos, a menudo por cargos casi idénticos75. 

37. Las partes interesadas recomendaron erradicar las detenciones arbitrarias, la prisión 

preventiva y la “rotación”, a fin de cumplir con las obligaciones establecidas en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, especialmente en casos de opinión, y establecer 

un período máximo legal para la prisión preventiva76. En la JS6, la JS18 y la JS26 se 

recomendó garantizar el debido proceso en los juicios y la prisión preventiva conforme a lo 

dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los artículos 54 y 55 de 

la Constitución, lo que incluía eliminar los juicios colectivos77. NWF y la JS2 recomendaron 

modificar el Código Penal de modo que incluyera alternativas a la prisión preventiva, como 

la adopción del sistema de control penal electrónico78. ACSFT y la Organización Árabe de 

Derechos Humanos recomendaron dar prioridad a la introducción de modificaciones en el 

procedimiento penal79. 

38. En la JS3, la JS18 y la JS29 se manifestó que las autoridades habían tomado a los 

abogados sistemáticamente como blanco, obstruyendo su trabajo mediante detenciones, 

agresiones físicas e intimidación, y recomendaron que Egipto velase por que los abogados 

pudieran trabajar sin temor a sufrir represalias o ser intimidados80. 

  Libertades fundamentales y derecho a participar en la vida pública y política 

39. En la JS32 se señaló que la Constitución egipcia establecía que el Islam era la religión 

oficial y la sharia la base de la legislación81. MRG, la Organización Egipcia de Derechos 

Humanos, EIPR, BIC y la JS17 señalaron que, aunque la Constitución reivindicaba un 

derecho “absoluto” a la libertad de creencias, la práctica de rituales religiosos y el 

establecimiento de lugares de culto estaban restringidos al cristianismo, el Islam y el 

judaísmo, excluyendo a grupos como los ahmadíes, los ateos, los bahaí, los humanistas y los 

coranistas82. CAP denunció amenazas de muerte contra los ahmadíes y riesgos de 

persecución, tortura u otras violaciones de los derechos humanos, mientras que BIC señaló 

discriminación y hostigamiento contra los bahaí83. El European Centre for Law and Justice 

(ECLJ) informó de que los cristianos se enfrentaban a acusaciones de blasfemia, ataques 

extremistas y acoso, mientras que en la JS7 se señalaron restricciones a la capacidad de los 

Testigos de Jehová para poseer lugares de culto84. En la JS32 y la JS33 se recomendó el 
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reconocimiento jurídico y la protección de las minorías religiosas85. ADF y otras 

organizaciones pidieron que se investigaran y sancionaran de forma efectiva todas las 

violaciones de derechos humanos cometidas contra minorías religiosas a fin de obligar a 

rendir cuentas a los autores y velar por que se administrara justicia a las víctimas86. 

40. En la JS33 se observó que varios egipcios habían sido detenidos y encarcelados 

acusados de haber cometido actos de blasfemia, haber insultado a figuras religiosas y haberse 

convertido del Islam al cristianismo87. Las partes interesadas recomendaron despenalizar la 

blasfemia y revisar todos los casos en los que se acusara de injurias contra la religión o 

demostración de desprecio por las religiones “reveladas”, así como acusaciones semejantes 

en virtud del artículo 98 f ) del Código Penal88. 

41. Las partes interesadas señalaron violaciones de la libertad de expresión desde el 

último EPU de Egipto, incluidas detenciones arbitrarias de periodistas, políticos de la 

oposición, familiares de disidentes en el extranjero, manifestantes, sindicalistas, abogados y 

personas críticas con el Gobierno89. Las partes interesadas señalaron el creciente uso de 

acusaciones de noticias falsas para perseguir a los disidentes, y recomendaron liberar a 

periodistas, abogados, escritores, profesionales de los medios de comunicación, académicos 

y estudiantes encarcelados por expresar sus opiniones y por sus actividades políticas90. 

Recomendaron modificar las leyes sobre libertad de expresión a fin de que estuvieran en 

consonancia con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos91. AFTHER y la JS15 

recomendaron derogar las disposiciones de censura que permitían imponer penas de prisión 

por delitos de publicación, especialmente las que restringían la libertad de opinión y 

expresión92. En la JS3, la JS22 y la JS30 se recomendó poner fin a las amenazas y agresiones 

contra periodistas, abogados y defensores de los derechos humanos, investigar dichos casos 

y proceder a los debidos enjuiciamientos, así como crear un órgano independiente que 

obligara a rendir cuentas y a la transparencia93. 

42. El CIHRS, la JS3 y la JS22 afirmaron que la Ley núm. 149/2019 imponía regulaciones 

estrictas a las organizaciones de la sociedad civil, limitando su formación, actividades, acceso 

a recursos e interacción con entidades internacionales94. La JS3, HRW, el CIHRS, la JS11, 

la JS22 y la JS23 recomendaron derogar la ley de ONG y trabajar con organizaciones de 

derechos humanos independientes a fin de adoptar un marco legislativo que defendiera el 

derecho a la libertad de asociación y facilitara el registro de tales organizaciones, el acceso a 

financiación y su funcionamiento95. 

43. Las partes interesadas señalaron que había leyes recientes que restringían la libertad 

de expresión y de prensa96. Mediante la Ley contra los Delitos Cibernéticos y de Tecnologías 

de la Información (Ley núm. 180/2018) se había creado un régimen normativo aplicable a 

los medios de comunicación que otorgaba a las autoridades una amplia discrecionalidad para 

censurar contenidos que estuvieran comprendidos en varias prohibiciones vagamente 

redactadas97. Del mismo modo, la Ley núm. 175/2018 permitía a las autoridades bloquear 

sitios web sin una orden judicial por motivos económicos o de seguridad nacional vagamente 

definidos98. IKSHEF informó de que las autoridades habían adquirido canales de televisión 

y periódicos privados99. La JS3 y la JS12 señalaron que se había intensificado el uso de la 

represión transnacional por parte de Egipto, atacando a familias de periodistas residentes en 

el extranjero y utilizando campañas de difamación para silenciar a la oposición100. En la JS3 

se recomendó garantizar el acceso abierto a una información libre e independiente, y dejar 

de censurar a los medios de comunicación y de bloquear sitios web que criticasen al 

Gobierno101. En la JS3 y la JS24 se recomendó rescindir la Ley núm. 175/2018, y EgyptWide 

recomendó volver a redactar la Ley núm. 180/2018 a fin de que se ajustase a las normas 

internacionales102. 

44. Las partes interesadas observaron que la Ley núm. 10/1914 y la Ley núm. 107/2013 

prohibían la libertad de asociación y de reunión pacífica y consideraban potencialmente 

ilegales las reuniones de cinco o más personas, y recomendaron derogar ambas leyes a fin de 

respetar los derechos de asociación y reunión pacífica103. 

45. En la JS23 se señaló que las elecciones presidenciales de 2024 no habían sido ni libres 

ni justas, y que se habían celebrado en un clima represivo en el que las detenciones de rivales, 

periodistas y activistas habían socavado la legitimidad104. LDSF, la JS20, la JS23 y la JS29 

recomendaron la celebración de elecciones libres, justas y resilientes bajo supervisión 
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internacional, respetando las normas democráticas y los derechos fundamentales105. En la JS8 

se recomendó conceder plena jurisdicción a los observadores de la sociedad civil en 

referendos y elecciones106. La Organización Árabe de Derechos Humanos y la JS14 

recomendaron iniciar un diálogo comunitario para modificar la legislación electoral y llegar 

a un consenso sobre el sistema óptimo de selección de los miembros de la Cámara de 

Representantes a fin de garantizar la representación de los grupos vulnerables107. 

46. En la JS8 se observó que las modificaciones a la Ley núm. 40/1977 encarecían la 

formación de partidos políticos108. La Ley núm. 213/2017 restringía la formación de 

sindicatos, exigiendo al menos 20.000 afiliados para constituir un sindicato público y 

desatendiendo los derechos de 6,5 millones de empleados jubilados109. Se recomendó 

promulgar una nueva ley sobre asociaciones para liberar el trabajo no gubernamental y 

garantizar la libertad sindical, asegurando la independencia y el cumplimiento de los 

compromisos internacionales110. NWF y Amnistía Internacional recomendaron empoderar a 

los sindicatos en el ámbito de la organización sindical, garantizar elecciones justas, y liberar 

a los sindicatos de una supervisión indebida de la seguridad111. 

  Derecho a la vida privada 

47. En la JS15 se observó que la falta de claridad de las normas jurídicas en relación con 

los registros en los casos de investigaciones de delitos contra la moral pública vulneraba a 

menudo el derecho a la vida privada consagrado en el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, y se recomendaron procedimientos jurídicos estrictos que prohibieran el 

acceso no autorizado a información digital privada y garantizaran que las pruebas digitales 

se obtuvieran con la debida autorización judicial112. 

48. En la JS3 se señaló el largo historial del Gobierno en el uso de programas espía y 

tecnologías de vigilancia para controlar las comunicaciones en línea y atacar a los 

disidentes113. PFT observó que se habían producido retrasos en la publicación del reglamento 

ejecutivo de la Ley de Protección de Datos Personales, pese a que se había promulgado, y 

recomendó su pronta publicación114. En la JS1 se recomendó crear un organismo regulador 

independiente para proteger los datos, compuesto por representantes de diversos segmentos 

de la sociedad115. 

  Derecho al matrimonio y a la vida familiar 

49. WDA recomendó la aprobación de nuevas leyes de familia y contra la violencia 

familiar para defender la dignidad humana116. EIPR puso de relieve la existencia de leyes de 

familia, ya obsoletas, que seguían fomentando dinámicas familiares desiguales y negando a 

las mujeres la igualdad de derechos en el divorcio y la custodia de los hijos117. 

  Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

50. En la JS8 se manifestó que, a pesar de la ley que combatía la migración irregular, la 

trata de personas había aumentado a través de los llamados “barcos de la muerte” lanzados 

hacia Europa, y se recomendó reactivar el fondo para las víctimas creado por ley y 

combinarlo con el comité nacional como medida preventiva118. JPTi e IAPD destacaron la 

importancia de fortalecer la capacidad de los organismos encargados de hacer cumplir la ley 

con el fin de prevenir, investigar y perseguir los delitos de trata de personas, y recomendaron 

identificar de forma proactiva a las víctimas de la trata, especialmente a las personas 

pertenecientes a grupos vulnerables119. 

  Derecho a trabajar y a condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias 

51. EgyptWide y CFJ observaron que, en febrero de 2024, los trabajadores de la provincia 

de Gharbeya habían anunciado una huelga y exigido la aplicación del nuevo salario mínimo 

basado en los grados de los empleados120. Destacaron los retos que se planteaban en materia 

de salud y seguridad en el trabajo, y pusieron de manifiesto que los trabajadores irregulares 

carecían de protección jurídica y social en caso de accidentes laborales121. CFJ y la JS9 

recomendaron revisar la legislación laboral a fin de adaptarla a los convenios de la OIT y 

ampliar las protecciones de salud y seguridad social122. MAAT y la JS8 recomendaron poner 

en marcha mecanismos ejecutivos para hacer cumplir los salarios mínimos y máximos en los 
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sectores público y privado, además de garantizar los derechos de los trabajadores y poner fin 

a los despidos arbitrarios123. 

52. En la JS15 se observó que las personas sospechosas de comportamientos inmorales 

sufrían discriminación en el empleo y eran despedidas en virtud de estatutos internos y leyes 

administrativas124. Se recomendaron medidas para proteger a mujeres, personas transexuales 

y otros grupos vulnerables de la discriminación y la persecución arbitraria, y la modificación 

de las leyes que permitían tales despidos125. 

53. PFT informó de la elevada tasa de desempleo entre los jóvenes, especialmente 

aquellos con estudios universitarios, y recomendó ampliar las oportunidades de empleo y 

formación para los jóvenes126. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

54. Al-Gora señaló que los retos económicos y el crecimiento demográfico creaban un 

desfase entre las necesidades de vivienda y los proyectos terminados127. ERF y la JS11 

observaron varias medidas positivas desde el último EPU de Egipto en relación con el 

derecho a la seguridad social128. Las partes interesadas observaron que las políticas de 

austeridad afectaban desproporcionadamente al derecho de las personas a un nivel de vida 

adecuado, lo que incluía la vivienda, la alimentación y la seguridad social129. En la JS8 y la 

JS19 se recomendó promover buenas prácticas en el nivel de vida, ampliar la protección 

social y garantizar vivienda e indemnizaciones a los evacuados por la fuerza130. 

55. IAPD y Al-Gora señalaron que, en febrero de 2022, el Gobierno había anunciado que 

Egipto estaba en situación de pobreza hídrica y recomendado la desalinización del agua de 

mar para aumentar los recursos hídricos131. En la JS8 se recomendó garantizar la satisfacción 

de las necesidades alimentarias básicas en todas las provincias, especialmente en las zonas 

empobrecidas, y que los productos básicos subvencionados llegaran a quienes los 

necesitaran132. 

  Derecho a la salud 

56. EgyptWide, la JS8 y la JS9 señalaron que, a pesar de los compromisos internacionales 

y constitucionales asumidos por Egipto para garantizar el derecho de las personas a una 

asistencia sanitaria integral y de calidad, las medidas de austeridad y la falta de políticas 

eficaces habían llevado al incumplimiento de tales compromisos, ya que los recortes 

presupuestarios limitaban el acceso a una asistencia sanitaria de calidad133. En la JS9 se 

recomendó aumentar la inversión y el gasto público en salud y acelerar la mayor cobertura 

posible de seguro universal de salud a fin de que quedasen comprendidos todos los 

ciudadanos134. 

57. En la JS34 se observó que el 20 % de los niños nacidos en los cinco años anteriores 

habían sido fruto de embarazos no deseados, y que el 14 % de las mujeres ya casadas habían 

declarado tener necesidades anticonceptivas no cubiertas, cifra que ascendía al 18 % en las 

zonas rurales del Alto Egipto135. El Center for Family & Human Rights (C-Fam) y la JS34 

observaron que el Código Penal egipcio prohibía el aborto, salvo en casos de riesgo de vida 

de la madre, riesgos para la salud o violación, lo que obligaba a muchas mujeres a abortar en 

condiciones de riesgo136. En la JS1, la JS19 y la JS34 se recomendó despenalizar el aborto y 

proporcionar servicios de aborto seguros y gratuitos, mejorar el acceso a los recursos de 

planificación familiar y servicios de salud sexual y reproductiva, y garantizar la igualdad de 

acceso a estos servicios independientemente del estado civil137. 

  Derecho a la educación 

58. BC declaró que la educación no era accesible a todos los niños, y que aquellos más 

desfavorecidos eran los que vivían en condiciones de pobreza y los que tenían una 

discapacidad138. En la JS9 se señaló que, al no lograr Egipto garantizar una educación pública 

de calidad se acrecentaban las desigualdades entre hogares ricos y pobres139. En la JS8 y la 

JS9 se recomendó garantizar la igualdad de acceso a una educación gratuita y de buena 

calidad en todo el país140. BC y MAAT recomendaron añadir más actividades 

extracurriculares en la escuela a fin de fomentar la asistencia escolar y dar a los alumnos la 

oportunidad de desarrollar diversas habilidades141. 
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59. En la JS1 se observó que las cuestiones derivadas de los derechos digitales se 

entrecruzaban con los derechos políticos, económicos y sociales, y se recomendó asegurar 

un acceso justo de los ciudadanos a internet, ya que contar con tal acceso era necesario para 

crear mayor conciencia, trabajar y difundir la alfabetización digital en la sociedad. 

60. SAR y AFTEHR observaron que las autoridades habían nacionalizado las 

universidades, erradicado el movimiento estudiantil, perseguido y procesado a sus dirigentes 

y empoderado a grupos estudiantiles leales a los servicios de seguridad142. Recomendaron, 

además, derogar las leyes que atentaban contra la libertad y la autonomía académicas, en 

particular las políticas que sometían los campus universitarios a la jurisdicción militar, y 

poner fin a las injerencias en la vida académica, como la prohibición de viajar impuesta a los 

académicos y la detención de investigadores egipcios en el extranjero143. 

  Derechos culturales 

61. MRG señaló que el marco constitucional de protección de los derechos culturales y 

lingüísticos no prohibía explícitamente la discriminación basada en diferencias raciales, 

religiosas o lingüísticas144. Recomendó modificar la Constitución para proteger 

explícitamente los derechos de las minorías lingüísticas, incluido su derecho a realizar 

actividades educativas145. 

  Desarrollo, medio ambiente y las empresas y los derechos humanos 

62. La JS8 y la CADHP observaron un continuo deterioro ambiental, que perjudicaba la 

salud de los ciudadanos, y recomendaron adoptar medidas legislativas y ejecutivas para 

combatir la contaminación, aplicar sanciones a los infractores y llevar a cabo una vigilancia 

ambiental desde la perspectiva de los derechos humanos146. 

63. EgyptWide señaló que, aunque la Constitución protegía los derechos 

socioeconómicos, la igualdad se veía socavada al favorecer el control militar por encima de 

sectores económicos clave, perjudicando al sector privado y a los derechos de los 

trabajadores147. Recomendó asegurarse de que el ejército no obstaculizara el desarrollo, la 

competitividad y la prosperidad148. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

64. JPTi, NWF, la JS19 y la JS34 señalaron que Egipto carecía de una legislación 

exhaustiva sobre la violencia contra las mujeres y que la violación conyugal no estaba 

tipificada como delito debido a la defectuosa definición de violación que figuraba en la ley149. 

Las partes interesadas recomendaron que la violencia doméstica se tipificara como delito, 

que se aprobara una ley sobre el estatuto personal acorde con las normas internacionales, que 

se creara un comité independiente para combatir la discriminación de género, que se mejorara 

la aplicación de las leyes para prevenir la violencia contra las mujeres y que se construyeran 

refugios para mujeres150. 

65. SHR, HRM y la JS23 señalaron que, tras el traslado de las reclusas de la prisión de 

Qanater al Centro de Rehabilitación 10 de Ramadán, las mujeres encontraron cámaras de 

vigilancia151. Las mujeres debían estar siempre totalmente cubiertas y llevar puesto el hiyab, 

y alternar los períodos de sueño, de modo que una reclusa despertara a otra si su cuerpo 

quedaba expuesto mientras dormía152. 

66. MRG y la JS33 manifestaron que había una tendencia a la trata de mujeres y niñas 

cristianas coptas, que posteriormente eran obligadas a contraer matrimonio, y recomendaron 

vigilar e informar sobre su secuestro, matrimonio forzado y conversión religiosa forzada153. 

67. CFJ observó que las trabajadoras domésticas se enfrentaban a mayores dificultades 

derivadas de la discriminación de género, las desigualdades socioeconómicas y una 

protección jurídica inadecuada154. En la JS9 se expresó preocupación por el derecho de las 

mujeres al trabajo, especialmente las pertenecientes a entornos socioeconómicos más bajos, 

que tenían dificultades para acceder a empleos en el sector privado que exigiesen mayores 

cualificaciones155. El Egyptian Center for Women’s Rights (ECWR), la JS9 y la JS14 
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recomendaron salvaguardar los derechos laborales de las mujeres en el sector privado, aplicar 

la transparencia salarial, abordar la brecha salarial de género y hacer un seguimiento de los 

datos de empleo desglosados por sexo156. 

68. EIPR, la JS2 y la JS14 destacaron la escasa participación de las mujeres en 

determinados campos y las diferencias salariales persistentes entre hombres y mujeres157. El 

ECWR, la JS10 y la JS11 observaron las dificultades con que seguían enfrentándose las 

mujeres en materia de representación parlamentaria y municipal y recomendaron aumentar 

la representación de las mujeres en puestos de liderazgo158. 

  Niños 

69. ECP señaló que el castigo corporal de los niños seguía siendo legal en los hogares, los 

centros de cuidado alternativo, las guarderías y las escuelas, y recomendó prohibirlo en todos 

los entornos y derogar cualquier defensa legal para ello159. 

70. SHR, HRM y la JS8 observaron los problemas que planteaba la situación de los niños 

que vivían en la calle y dejaban de ir a la escuela por motivos económicos160. SHR y 

CFJ destacaron la prevalencia del trabajo infantil mal regulado161. En la JS2 se recomendó 

mejorar la coordinación entre el Consejo Nacional para la Infancia y la Maternidad y los 

organismos gubernamentales destinados a proteger los derechos de los niños162. Egypt-Peace, 

EFDSPP, PFT y JPTi recomendaron ampliar las políticas destinadas a reducir el abandono 

escolar y el trabajo infantil163. 

71. En la JS19 se señaló que el matrimonio infantil carecía intrínsecamente de 

consentimiento informado, ya que los niños no podían comprender plenamente las 

consecuencias del matrimonio y las relaciones sexuales, y se recomendó reforzar la 

aplicación de la Ley de Matrimonio Infantil y mejorar los servicios de protección de la 

infancia, en particular para proteger a las niñas de prácticas nocivas como la mutilación 

genital femenina, el matrimonio infantil y la violación conyugal164. 

  Personas mayores 

72. PFT informó de la atención prestada por Egipto a las personas mayores tanto a nivel 

legislativo como de políticas públicas gracias a la aprobación de la Ley núm. 19/2024, 

destinada a proteger sus derechos. Recomendó reforzar la protección social y los programas 

de atención médica destinados a estas personas165. 

  Personas con discapacidad 

73. En la JS11 y la JS31 se observaron avances notables en los derechos de las personas 

con discapacidad, pero también se detectaron deficiencias, y se recomendaron mecanismos 

que permitiesen una participación efectiva en la vida política y civil166. En la JS2 y la JS31 

se recomendó garantizar una mejor infraestructura que se adaptase a las necesidades de las 

personas con discapacidad167. ERF recomendó crear una base de datos de personas con 

discapacidad por tipo de discapacidad, y hacer cumplir estrictamente la cuota de empleo del 

5 % establecida para ellas168. La JS4 y Mandela-Rights observaron que los planes de estudios 

egipcios no eran adecuados para las personas con discapacidad mental y pidieron sistemas 

adaptados a diversos tipos de discapacidad169. 

  Pueblos Indígenas y minorías 

74. MRG observó que las comunidades minoritarias e indígenas que vivían en las zonas 

fronterizas de Sinaí, Asuán y Matruh sufrían marginación, lo que disminuía el nivel de 

bienestar y provocaba un deterioro en la salud, como anemia en los niños170. Los 

recursos sanitarios estaban muy centralizados y beneficiaban a las grandes ciudades, mientras 

que las regiones rurales y periféricas carecían incluso de los servicios de atención 

esenciales171. 
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  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

75. Las partes interesadas afirmaron que la homosexualidad, las identidades transgénero 

y los actos sexuales consentidos entre personas del mismo sexo estaban perseguidos por la 

Ley núm. 10/1961 de Lucha contra la Prostitución172. En la JS34 se subrayó que las personas 

LGBTQI+ seguían siendo captadas por medio de Internet, mientras que ANKH señaló un 

aumento de los discursos de odio contra estas personas en los medios sociales173. En la JS25 

se recomendó detener las desapariciones forzadas y garantizar la representación jurídica y la 

igualdad de protección para todos174. 

76. ANKH y la JS27 recomendaron retirar los cargos contra las personas detenidas por su 

orientación sexual, poner fin a la persecución y el acoso por motivos de identidad sexual o 

de género y eliminar las prácticas mediáticas que promovían los discurso de odio e incitaban 

a la violencia contra esas personas175. 

77. En la JS25 se señaló que las personas LGBTQI+ sufrían a menudo abusos verbales y 

burlas por parte de los profesionales de la salud en los hospitales públicos cuando iban a 

solicitar tratamiento contra el VIH176. La JS16 y ANKH recomendaron garantizar el acceso 

de las personas intersexuales y transexuales a una atención sanitaria regular y de afirmación 

de género, basada únicamente en evaluaciones médicas científicas177. 

  Migrantes, refugiados y solicitantes de asilo 

78. En la JS35 se observó que la falta de una definición clara de “refugiado” en la 

legislación creaba ambigüedad y dificultaba la aplicación de las políticas, y que tampoco se 

contaba con una definición de “discurso de odio” contra los refugiados178. Aunque las 

autoridades habían anunciado un proyecto de ley sobre la condición de refugiado, la sociedad 

civil y las comunidades de refugiados habían quedado excluidas de los debates179. 

79. IAPD recomendó acelerar la aprobación del proyecto de ley de refugiados aprobado 

por el Gobierno, pero aún pendiente en la Cámara de Representantes180. ACSFT observó que 

el límite de seis meses impuesto a los permisos de residencia de refugiados y solicitantes de 

asilo era insuficiente181. PFT, HRW y la JS35 recomendaron llevar a cabo campañas de 

sensibilización pública para combatir la xenofobia y la discriminación contra los 

refugiados182. Egypt-Peace recomendó crear un órgano de alcance nacional para coordinar 

las cuestiones relativas a los migrantes183. 

80. En la JS1 se señaló la incertidumbre sobre el número oficial de refugiados en Egipto 

y se recomendó llevar a cabo un censo de refugiados, migrantes y solicitantes de asilo para 

defender sus derechos. También se recomendó a las autoridades que cesaran el acoso, la 

retención de documentos y la selección arbitraria según el color de la piel, que adoptaran el 

principio de no devolución y que dejaran de obligar a los migrantes a firmar formularios de 

retorno voluntario184. En la JS35 se pusieron de relieve los estrictos controles fronterizos que 

limitaban gravemente la circulación, mientras que la JS15 y JPTi denunciaron detenciones 

arbitrarias y expulsiones sin el debido proceso, que afectaban especialmente a los refugiados 

eritreos y sudaneses, quienes soportaban condiciones inhumanas y traslados forzosos sin 

apoyo jurídico185. 

81. HRW, Amnistía Internacional, la JS1 y la JS35 recomendaron poner fin a los traslados 

forzosos, garantizar que no se hiciera retornar a los refugiados a lugares donde su seguridad 

corriera peligro y proporcionar una entrada segura a quienes huían del conflicto en el Sudán, 

además de un acceso sin restricciones a los procedimientos de asilo186. En la JS15 se 

recomendó realizar exámenes judiciales de todas las decisiones de expulsión y prohibición 

de entrada, y en la JS8 se recomendó la liberación inmediata de los refugiados y una 

indemnización por los padecimientos sufridos187. 

82. En la JS35 se observó que las operaciones de búsqueda y salvamento de refugiados 

en las fronteras no eran obligatorias, lo que provocaba muchas muertes188. Se recomendó 

ordenar y poner en marcha operaciones de búsqueda y salvamento en las fronteras para evitar 

muertes189. 
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83. Además, en la JS35 se señaló que los niños refugiados afrontaban dificultades para 

acceder a la educación debido a obstáculos burocráticos, discriminación y falta de 

documentación, como permisos de residencia o partidas de nacimiento190. Los refugiados 

también se enfrentaban a importantes obstáculos para acceder a la atención sanitaria. En la 

JS35 y la JS8 se recomendó garantizar el acceso no discriminatorio de los refugiados a la 

educación y los servicios sanitarios, y se señaló que las mujeres y las niñas sufrían una 

discriminación y una violencia agravadas191. 

84. En la JS1 se recomendó proteger legalmente a los trabajadores migrantes, 

especialmente a los explotados en sectores informales y no regulados, y vigilar y combatir 

todas las formas de explotación laboral192. 

  Apátridas 

85. BIC y MRG señalaron que los recién nacidos cuyos padres carecían de documentos 

de identidad en los que se indicara su religión a menudo no podían obtener partidas de 

nacimiento, lo que hacía correr peligro de apatridia a muchos niños bahaí193. MRG manifestó 

que los niños de la comunidad beja y los beduinos del Sinaí se veían afectados por problemas 

de documentación similares194. 

 Notas 
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